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Proceso contra el oficial del ejército acusado de violar a dos niñas y asesinar a dos de sus her¬ 
manos y a una de ellas continúa generando interrogantes sin respuesta 

Son muchas las circunstancias extrañas que rodean el proceso contra el subteniente del ejército Raúl Muñoz, acusado de la 
violación de dos niñas de 13 y 14 años y del asesinato de una de ellas y de sus dos hermanos menores. Aunque el hecho más 
relevante y por cierto más escalofriante hasta el momento ha sido el asesinato de la jueza Constanza Ramírez, encargada del 
caso, este no ha sido la única situación que ha despertado las alarmas en la opinión pública. 

Las anomalías inician con el uso de millonarios recursos públicos para una campaña engañosa que busca el vencimiento de 
términos y el desprestigio de víctimas, familiares y testigos. 

Antes de ser asesinada, la jueza encargada había denunciado las maniobras dilatorias de los abogados de Demil (Asociación 
Defensoría Militar, institución privada que se concentra en la defensa del acusado) para sacar de la cárcel al subteniente Mu¬ 
ñoz alegando vencimiento de términos. Entre otras cosas aún no se ha podido explicar cómo Demil, a pesar de ser una funda¬ 
ción privada, usa instalaciones y elementos del estado para el desarrollo de sus actividades. 

Hace pocas semanas, cerca del lugar donde fueron asesinados los niños aterrizó un helicóptero militar del cual descendieron 
cuatro civiles supuestamente pertenecientes a la Defensoría del Pueblo escoltados por un grupo de militares fuertemente 
armados. Los civiles preguntaron a Ixs lugareñxs sobre el asesinato de los tres niños grabando y filmando las declaraciones sin 
autorización alguna de Ixs interrogadxs para luego abordar la aeronave y desaparecer tan rápido como llegaron. Luego, cuan¬ 
do le preguntaron al Defensor del Pueblo, Vólmar Pérez, por los motivos de la extraña diligencia y los interrogatorios, ilegales 
sin duda, éste quedó perplejo. Los civiles no eran funcionarios de la Defensoría del Pueblo, habían sido suplantados. Posterior¬ 
mente el general Jaime Reyes Bretón, comandante de la Brigada 18 del Ejército, informó que le había prestado seguridad a 
una "comisión de la Defensoría Penal Militar" en la que se encontraban la "defensa y los investigadores criminalísticos", final¬ 
mente agregó que "la Brigada 18 ha colaborado con las instituciones que se lo han pedido para ir al lugar". Al menos una de 
las abogadas de Demil estuvo a bordo del helicópte- 

Reforma a la Ley 30. De pasos silenciosos a sal¬ 
tos agigantados hacia la privatización de la Uni¬ 
versidad Pública y la pérdida de autonomía 


Muere prisionero por negligencia en la aten¬ 
ción médica en la cárcel de Acacias (Meta). 
166 presos políticos denuncian la grave 
situación de salud en el centro penitenciario 

El comunicado completo que puedes leer en http:// 
www.traspasalosmuros.net/ . denuncia la grave situación 
de servicios de salud (y por supuesto la situación de 
miedo que genera el llegar a necesitarlos) en la que se 
encuentran los prisioneros en la cárcel de Acacías(Meta), 
luego de que uno de los reclusos, Jimmy Ducuara Garzón, 
muriera por negligencia en la atención médica el pasado 
19 de Marzo de 2011tras haberse desplomado sin razón 
aparente mientras jugaba un partido de fútbol. El hecho es 
particularmente grave si se tiene en cuenta que la espera 
para la atención se prolongó por más de 15 minutos luego 
de que el personal de enfermería presente se negara a 
prestar los primeros auxilios y gracias a que el médico del 
penal no se encontraba en el lugar. Lo sucedido con 
Jimmy Ducuara es el tercer caso de negligencia médica 
en lo que va corrido de este año con lo que el centro 
penitenciario ostenta el récord de un caso por mes. 

Es evidente la grave situación de vulnerabilidad en que se 
encuentran las personas presas debido a la violación a los 
derechos humanos a la vida, a la integridad física, a la 
salud y en general a la dignidad humana; por lo que los 
presos que denuncian esta situación siguen a la espera de 
una atención médica adecuada y tratamientos especializa¬ 
dos a la vez que responsabilizan al Estado Colombiano, 
en cabeza del INPEC, por la muerte del prisionero y por 
las futuras vulneraciones contra los prisioneros en la 
penitenciaría de Acacias por negligencia médica y omisión 
al deber de protección. 

A Ixs presxs no se les olvida. 

Presx políticx es cualquier persona a la que se le man¬ 
tenga en la cárcel o detenidx porque sus ideas supongan 
un desafío o una amenaza para el sistema político esta¬ 
blecido. 


ro que facilitó la operación de toma ilegal de testimo¬ 
nios suplantando a la Defensoría del Pueblo. 


Por si todo lo anterior fuera poco, se dieron a cono¬ 
cer amenazas contra el padre de los niños asesina¬ 
dos (debido a lo cual ha llegado como desplazado a 
Bogotá) y contra los abogados que han asumido la 
representación de la familia de las víctimas; y ahora 
sorpresivamente resulta que uno de los testigos del 
caso está implicado en un proceso por rebelión. 


Dejen de Matarnos ¡Carajo! 


Ejército Nacional de Colombia asesina 
campesino en la Provincia de la Liber¬ 
tad (Boyacá) 

Los hechos denunciados por la comunidad local 
sucedieron el 15 de marzo de 2011 a eso de las 
9:30 pm en la vereda de Altamira del corregimien¬ 
to de Morcóte, cuando José Rojas Largo, un joven 
campesino habitante de la vereda y quien se 
encontraba caminado cerca de un grupo de milita¬ 
res de la XVI brigada de Paya-Boyacá (quienes 
constantemente hacen operativos en la zona), 
recibió varios impactos de bala sin razón aparente 
contra su cuerpo, muriendo en el lugar. 

Este no es el único caso de violación a los dere¬ 
chos humanos hacia Ixs habitantes de la región. 
Entre el año 2007 y 2008 se registraron 6 casos 
de ejecuciones extrajudiciales, mientras que desde 
el 2009 se han denunciado las constantes amena¬ 
zas e intimidaciones de parte de los miembros del 
Ejército Nacional de la Brigada XVI contra Ixs 
campesinxs, para que firmen permisos que permi¬ 
tiría la entrada de compañías petroleras que 
realizan operaciones en las veredas de la zona. 

Este asesinato, al igual que los hechos anterior¬ 
mente citados, representa un grave atentado 
contra la vida, la integridad física, la tranquilidad, 
la libre movilidad, y los derechos fundamentales 
de José Rojas Largo, la comunidad de Altamira y 
las comunidades vecinas. 


No son nuevas las pretensiones, esta vez por cuenta del gobierno 
de turno, de adaptar la educación superior pública al modelo 
neoliberal de privatización en el cual ya se desenvuelven otros 
servicios como por ejemplo el de la salud, dejando ver claramente 
los engaños y abismos entre los prometido y lo acontecido dentro 
de las reformas de tipo “con ánimo de lucro” en el que se busca 
introducir a las universidades públicas por medio de este proyecto 
de ley por el cual se modifica el esquema de financiación de la 
educación superior. 

El proyecto, que fue radicado el pasado 12 de Abril por el gobier¬ 
no en cabeza de la ministra de Educación Nacional, es el resulta¬ 
do de un proceso de concertación con los rectores de las universi¬ 
dades públicas pertenecientes al Sistema de Universidades Esta¬ 
tales, luego de que desde el año pasado se solicitara por parte de 
los mismos un aumento considerable en los recursos destinados a 
la educación superior pública. Solicitud que estaba fundamentada 
en estudios que dejaban al descubierto la crisis estructural de las 
finanzas de las universidades que rondaba los $469.015.082.168 
pesos según la comisión de vicerrectores financieros de 7 univer¬ 
sidades y los $605.502 millones de pesos según la Asociación 
Sindical de Profesores Universitarios (ASPU). 

La reforma a la Ley 30 de 1992, aunque está repleta de apartados 
que se harían necesarios de explicar uno a uno, lo que busca a 
manera general es una modificación de los mecanismos tradicio¬ 
nales de financiamiento de la educación superior con el propósito 
de aumentar la cobertura hasta lograr el 50% de los bachilleres en 
2019. ¿Y cuál es el alboroto entonces? Bueno muchas cosas no 
se han dicho y otras ya dichas generan interrogantes y molestias. 

Lamentablemente por espacio del boletín no podemos analizar 
toda la reforma pero haremos el intento de señalar algunos de los 
puntos más relevantes. 

Para empezar que no se haya convocado a profesorxs, trabaja- 
dorxs y estudiantes para la discusión de la reforma hace de esta 
propuesta un hecho de imposición más no de concertación entre 
los actores de la academia. 

El problema más grave es la carencia de un presupuesto estatal 
adecuado, situación que no será resuelta con la reforma pues el 


gobierno no incrementaría la base presupuestal de las universida¬ 
des sino que aumentaría los recursos adicionales en dos formas 
que rayan con lo ridículo. La primera de ellas se determina depen¬ 
diendo del incremento del PIB: si es menor del 5%, si está entre 5 
y 7.5% o es mayor del 7.5%, se aportarán adicionalmente el 30, 
40 o 50% de ese incremento sobre la base presupuestal. Vale la 
pena decir que en el 2010 el incremento del PIB fue del 0.29% y 
que en las últimas dos décadas jamás ha crecido más del 6.8%. 
La segunda forma ofrece un aporte adicional del 1% en el 2012, 
2% en el 2013 y 3% del 2014 al 2019. Aportes adicionales abis¬ 
malmente insuficientes ante la grave situación de desfinancia- 
miento que las mismas universidades han estimado en alrededor 
de quinientos mil millones de pesos. 

Por si esto fuera poco los recursos adicionales serán distribuidos 
teniendo en cuenta criterios de cobertura, productividad y forma¬ 
ción de Ixs docentes y la promoción de la investigación y la inno¬ 
vación. Por la experiencia de años anteriores es bien sabido que 
lo que más importa es la cobertura por lo que quién más matricule 
es quién más dinero recibe. En esto se basa el gobierno para 
decir que los costos de matrículas bajarán, es neoliberalismo en 
su más simple expresión: el estado subsidiará la demanda por 
medio de más recursos al ICETEX (entidad crediticia), mientras 
las universidades por aquello de la competitividad y dentro de la 
lucha que se generará por los recursos buscando aumentar la 
oferta bajarán los precios de las matrículas, obviamente todo esto 
en detrimento de la calidad y de la continuidad de profesorxs 
(cada vez más temporales) y procesos de investigación. Además 
no hay que recordar los daños ocasionados a los servicios de 
salud luego de adoptar medidas semejantes. 

Se eliminará el rubro de bienestar universitario, se abren las 
puertas a capitales privados nacionales o transnacionales que 
pueden crear “acuerdos” con las Universidades Públicas, el 
Ministerio de Educación impondrá la formación que quiera, y 
empujará forzosamente a las universidades a recibir más estu¬ 
diantes a costa de un mínimo aporte que no aumentará la base 
presupuestal; las universidades serán transformadas en entidades 
prestatarias de recursos dado, que el/la estudiante podrá diferir el 
pago de la matrícula hasta su vinculación al mercado laboral; 
entre muchas otras “omisiones” que por espacio no podemos 
detallar. Toda una conjunción de reformas que en realidad cons¬ 
truyen una ley completamente nueva que apunta al modelo neoli¬ 
beral internacional, que responde más a la Organización Mundial 
de Comercio que a la situación real económica y social de las 
personas interesadas en entrar a la educación superior pública, y 
de aquellas que ya hacen parte. 


INFORMATE! 





















Detención ilegal, tratos crueles y libertad de líder comunitario de Curumaní (Cesar) 

Jhonel Cárdenas Castrillo fue aprehendido sin orden judicial el 16 de marzo de 2011 a las 9:30 am por miembros del Ejérci¬ 
to Nacional junto con los líderes sociales José Picón, Damian Caballero y Dober Jaime. Durante las primeras horas de 
detención ilegal Jhonel fue víctima de tratos crueles e inhumanos por parte de sus captores. Se le condujo a un cuarto de la 
estación de Policía de Curumaní donde fue desnudado y agredido verbalmente, se cometieron en su contra otras irregulari¬ 
dades como la incautación sin orden judicial de sus agendas personales que fueron fotocopiadas, la revisión de una memo¬ 
ria USB que llevaba consigo, y el examen de dos correos electrónicos cuyas claves obtuvieron bajo tortura sicológica en la 
medida que su voluntad fue sometida mientras se le apuntaba con un arma de fuego. Pasadas varias horas luego de la 
retención ilegal, llega el comandante de la Sijín con una orden de captura expedida por la Fiscalía General de la Nación. 

El 18 de marzo de 2011 fue recepcionada indagatoria por parte de la Fiscalía 19 Seccional de Curumaní, formulándole 
cargos por el delito de rebelión. Solo hasta ese momento se tuvo acceso al expediente y se pudo corroborar que la orden 
de captura fue soportada en el testimonio de un supuesto reinsertado de la guerrilla, persona que fue vista en un camión 
del Ejército Nacional momentos antes de la aprehensión de Jhonel portando uniformes y armas de uso privativo del ejérci¬ 
to. Al día siguiente fue trasladado a la Cárcel Judicial de Valledupar donde permaneció hasta el 22 de marzo en aislamiento 
en un calabozo donde debía dormir en el suelo. 

Finalmente el 24 de marzo, después de permanecer ocho días detenido, y tras ser víctima de un nuevo falso positivo judi¬ 
cial el líder comunitario recobra su libertad en cuanto la Fiscalía al momento de definir su situación jurídica, se abstuvo de 
imponer medida de aseguramiento con detención privativa de su libertad, lo que indica que el proceso penal continúa. 

Jhoel Cárdenas es el presidente de la Junta de Acción Comunal de la vereda San Pedro Medio del municipio de Curumaní 
y coordinador rural de ASOCUMUNAL. 


Amenazas contra Cendy Paola Torres Verga- 
ra, hija de la vocera por Sucre del Movimiento 
Nacional de Víctimas de Crímenes de Estado 
(MOVICE) 

Ya desde el año 2009 la familia de Ingrid Vergara, defensora 
de derechos humanos y vocera del MOVICE en Sucre, ha 
venido siendo víctima de seguimientos y amenazas. 

El primer episodio ocurrió 26 de octubre de 2009 mientras 
Cendy Paola se encontraba esperando la ruta del bus de su 
colegio. En ese momento dos niños se le acercaron y le 
dijeron: "Mira te mandan decir, que le digas a tu mamá, que 
se quede callada si quiere llegar a año nuevo". El segundo 
episodio no menos aterrador fue el 1 de diciembre de 2010, 
cuando dos hombres entraron a la casa de Ingrid, mientras 
Cendy y su abuela se encontraban en ella, atemorizándolas 
y llevándolas a los cuartos luego de su entrada; y extrajeron 
el disco duro y el monitor de la computadora del MOVICE, 


que ella usaba como secretaria técnica del mismo. 

Ahora las amenazas fueron directamente contra Cendy 
Paola (aún menor de edad), participante en el V Encuentro 
Nacional de Víctimas de Crímenes de Estado como inte¬ 
grante del MOVICE, y quién al contestar una llamada el 30 
de marzo de 2011 a las 09:15 de la mañana, escucho de la 
voz de un hombre que decía: “Espere el llamado. Los sapos 
si los aceptan allá arriba. Los sapos quedan tirados en la 
carretera”. A eso de la 1:08 pm la volvieron a llamar del 
mismo número, esta vez no contestando. 

Es urgente que se aclare de donde provienes estas amena¬ 
zas y así mismo que se brinden todas las garantías a la 
vida, a la integridad física y a la tranquilidad mental de 
Cendy Torres, Ingrid Vergara y su familia. El MOVICE ha 
responsabilizado al gobierno Colombiano de cualquier 
agresión contra la integridad física y psicológica de Cendy 
Torres, Ingrid Vergara, su familia y los y integrantes del 
MOVICE Capitulo Sucre. 


En Bielorrusia el estado captura a jóvenes que quebra¬ 
ron vidrios de estaciones de policía y bancos, ahora 
enfrentan de 7 a 12 años de prisión. En Colombia milita¬ 
res del Ejército nacional son condenados a más de 30 
años de prisión por los delitos más atroces como des¬ 
aparición forzada, tortura, masacre y secuestro; y son 
premiados con ‘centros de reclusión’ que más parecen 
clubes de recreación. En Argentina 6 compañeras 
transgeneristas inician una huelga de hambre dentro de 
una prisión por los constantes malos tratos recibidos 
por su condición sexual. 

Todos los gobiernos del mundo asesinan, torturan y 
secuestran, sacan provecho de su posición. No por ser 
de izquierda o derecha, buenos o malos, democráticos o 
dictatoriales, sino por que en sus manos reposan el 
monopolio de la violencia, la ley y la ‘justicia’. 

La violencia de los gobiernos no se compara con unos 
vidrios rotos. A la mierda los muros de las prisiones. 


Asesinado Bernardo Ríos, miembro de la comu¬ 
nidad de paz de San José de Apartado 
(Antioquia) 

El 22 de Marzo de 2011 hacia las 6:30 pm, en el lugar conocido 
como Tierra Amarilla y a solo pocos minutos de un par de rete¬ 
nes de la fuerza pública en las inmediaciones del municipio de 
Apartado (Antioquia), fue asesinado por dos paramilitares que 
se transportaban en una moto Bernardo Ríos de 27 años, quien 
había estado en la comunidad de paz antes de trabajar en la 
vereda La Miranda donde residía como aserrador. Sus hijos y 
compañera viven y hacen parte de la comunidad. 


CORTAS 

(Pero no menos importantes) 

Muere estudiante por explosión en la Universi¬ 
dad de Nariño 

El estudiante Andrés Arteaga Ceballos murió por las graves 
heridas ocasionadas por una explosión registrada en la noche 
del miércoles 30 de marzo al interior de la Universidad de 
Nariño, esto mientras al parecer manipulaba artefactos explo¬ 
sivos que serían usados en las protestas contra las políticas 
de privatización de las Universidades Públicas. Dos estudian¬ 
tes más continúan en estado crítico. 

Asesinado ex estudiante y dirigente estudiantil 
de la Universidad de Antioquia 

Carlos Andrés Valencia murió el pasado 19 de marzo tras 
varios días de hospitalización luego de haber recibido tres 
disparos en la madrugada del 14 del mismo mes. Lxs estu¬ 
diantes de la U. de Antioquia están muy preocupadxs pues no 
saben si este asesinato tiene alguna relación con las amena¬ 
zas (firmadas por las Águilas Negras) que recibieron por 
medio del correo oficial de la asamblea de estudiantes hacía 
no más de 10 días. 

Asesinados dos miembros de la Asociación de 
Trabajadores Campesinos del Tolima 

El día 30 de marzo de 2011, siendo aproximadamente las 6 de 
la tarde Héctor Orozco y Gildardo García fueron asesinados 
cuando se dirigían a su casa en moto por la carretera que 
comunica el casco urbano de Chaparral con el corregimiento 
La Marina. La zona se encuentra plenamente militarizada y a 
menos de 400 metros del lugar de los hechos hacen presencia 
permanente tropas del Ejército Nacional. Es raro que no 
existiera respuesta del ejército y más rara aún la demora de 
más de 12 horas que trascurrieron hasta que se llevó a cabo 
el levantamiento de los cuerpos sin vida. 

Ejército pone en riesgo la integridad física de 
pobladores de La Victoria (Nariño) por falsas 
acusaciones de pertenecer a la guerrilla 

Con el uso de volantes el ejército ha venido calumniando a 
varixs pobladorxs, que por medio de sus “alias” (que en 
realidad son los apodos entre amigxs), lxs han venido acusan¬ 
do de pertenecer al frente 48 de la FARC. El Comité Perma¬ 
nente por la Defensa de los Derechos Humanos (CPDH Nari¬ 
ño) ha denunciado que estos actos han puesto en riesgo la 
integridad y la vida de las personas falsamente acusadas, por 
lo que se exige inmediatamente dejen de circular estos volan¬ 
tes engañosos. 


La comunidad de paz de San José de Apartado ha denunciado repetidamente la complicidad de la fuerza pública en las actuacio¬ 
nes de los grupos paramilitares de la zona, y con relación a este nuevo asesinato han comunicado: "... el Comandante de Policía 
de Urabá, Coronel Jaime Ávila Ramírez, se expresó por las emisoras radiales de la región, afirmando que Bernardo era integran¬ 
te de un grupo armado; que los órganos judiciales están esclareciendo esto, y que la Comunidad de Paz no tiene razón al acusar 
al Estado por este crimen. Simultáneamente hemos sabido que Ejército y Policía han ido en búsqueda apresurada de reconoci¬ 
dos paramilitares para que rindan declaraciones en la Fiscalía y acusen a Bernardo de haber sido guerrillero...” 

"... Hoy se repite el ritual de la estigmatización al tratar de convertir a Bernardo, luego de su ejecución, en un delincuente...” 


INTERNACIONAL 

La patria es el mundo entero 

[Argentina] Solidaridad desde la Pata- 
gonia con lxs presxs en Chile 

Durante la madrugada del 2 de abril un grupo anti¬ 
autoritario en la ciudad de Esquel (Argentina), 
mediante panfletos, bombas de pintura y pintadas al 
consulado chileno de la ciudad, exigieron la libera¬ 
ción inmediata de lxs secuestradxs por el Estado 
Chileno por el “caso bombas”, informando de paso 
a la localidad sobre dicho montaje en el país vecino. 


: m . PRESOS Y PRESAS 

f / DEL MONTAJE "CASO BOMBAS" 

Wm df lEN HUELGA DE HAMBRE 

... | Desde el 21 de febrero del 20111 

40 días en Huelga 

Infórmate en http://solidaridadporlxspresxs.blogspot.com/ 


[Chile] Una retroexcavadora y un bus incinerados, 
cortes de luz, bloqueos de avenidas y múltiples enfren¬ 
tamientos en nueva jornada del Día del Joven Comba¬ 
tiente 

En Santiago y Concepción se concentraron los hechos más significativos 
durante lo que fue el pasado 29 de marzo la conmemoración del Día del 
joven Combatiente, fecha que rememora el asesinato de los hermanos 
Eduardo y Rafael Vergara Toledo a manos de los carabineros (policía) 
en 1985. En Concepción la incineración de una retroexcavadora encen¬ 
dió la mecha mientras que en Santiago hubo barricadas, cortes de 
carretera y enfrentamientos con carabineros en al menos 15 zonas 
distintas de la ciudad desde aproximadamente las 21:30 pm hasta horas 
de la madrugada. Cortes de luz en distintos barrios, (supuestos) dispa¬ 
ros contra carabineros y la incineración de un bus de Transantiago 
fueron los acontecimientos más relevantes en la 

fDDFCAC capital. 


Más temprano, en Villa Francia (comuna de Santiago 
donde murieron los hermanos Vergara Toledo) se 
realizó una actividad en homenaje a todxs lxs compa- 
ñerxs caídxs en combate donde se mostraron videos 
y hablaron la madre y el padre de Eduardo y Rafael. 


[Grecia] Llamamiento a la solidaridad inter¬ 
nacional con Simos Seisidis 

El pasado 30 de marzo inició el juicio contra el preso 
antiautoritario griego Simos Seisidis en el mismo caso en 
el cual Giannis Dimitrakis ya fue condenado a 12 años y 
6 meses de prisión. Esto es por el asalto al Banco Nacio¬ 
nal en la calle Solonos en enero de 2006 y seis robos 
más. Ya desde hace un tiempo se habían venido convo¬ 
cando manifestaciones de solidaridad y apoyo alrededor 
del mundo. Manifestaciones que no se han hecho espe¬ 
rar. 

El siguiente es un fragmento del panfleto que distribuyó 
desde una azotea, en conjunto con el bloqueo de tráfico y 
la exibición de unas pancartas en un centro comercial, un 
grupo antiautoritario en Seattle (EEUU): 

"... (Simos) estuvo huyendo durante cuatro años, y 
cuando fue capturado le dispararon en la parte de atrás 
de la pierna, lo que condujo a su amputación. Indepen¬ 
dientemente de los crímenes que se le imputan, la inter¬ 
minable lucha por la libertad es el crimen que él siempre 
ha cometido. Hacemos oídos sordos a sus sentencias 
moralistas. En cambio, oímos alto y claro el grito de la 
libertad y la fuerza de la pasión mientras ellos intentan 
quebrar lo que nunca se romperá. ” 







